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KLCE202200574 
 

Certiorari  
Procedente del Tribunal 
de Primera Instancia,  
Sala de CAGUAS 
 
Caso Núm.: 
CG2019CV02647 
 
Sobre: 
Cobro de Dinero y 
Ejecución de Hipoteca 

 
Panel integrado por su presidente el Juez Hernández Sánchez, el Juez 
Bonilla Ortiz y la Jueza Mateu Meléndez. 
 
Mateu Meléndez, Jueza Ponente 
 

RESOLUCIÓN  
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 2 de junio de 2022. 

Comparece Nelson Luis Avilés Borrero (señor Avilés Borrero o el 

peticionario) mediante Certiorari Civil presentado el 1ro. de junio de 2022, 

al que aneja Urgente Moción en Solicitud de Jurisdicción y solicita la revocación 

de la Resolución emitida y notificada el 27 de mayo de 2022 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Caguas (TPI o foro primario) en un 

procedimiento post sentencia. Mediante la referida Resolución el TPI 

declaró No Ha Lugar la Urgente Moción en Solicitud de Cancelación de Subasta 

y Relevo de Sentencia por Falta de Jurisdicción presentada por el peticionario el 

23 de mayo de 2022 y le denegó su solicitud de cancelación de la subasta 

señalada para celebrarse el 2, 9 y 16 de junio de 2022. En la Solicitud de 

Relevo de Sentencia denegada por el foro primario, el peticionario solicitó 

al TPI que dejará sin efecto la Sentencia en rebeldía emitida por el TPI en el 

caso Civil Núm. CG2019CVO2647. En la cual el foro primario declaró ha 

lugar la demanda sobre cobro de dinero y ejecución de hipoteca presentada 

en su contra por Banco Popular de Puerto Rico (BPPR o la parte recurrida). 

Y también solicitó que declarará la nulidad de todo el procedimiento, por 
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no habérsele emplazado conforme a derecho a su dirección en el estado de 

Texas.   

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, declaramos 

No Ha Lugar la paralización de los procedimientos, solicitada en la Urgente 

Moción en Solicitud de Jurisdicción y denegamos el auto de Certiorari 

solicitado por el señor Avilés Borrero.  

     I 

 Los hechos que motivan la presentación del recurso de epígrafe 

comenzaron con una Demanda en cobro de dinero y ejecución de hipoteca 

presentada el 18 de julio de 2019 por BPPR en contra del peticionario.   

El 29 de agosto de 2019, BPPR presentó Moción Solicitando Orden para 

Emplazar por Edicto, en la que detalló que el peticionario no pudo ser 

emplazado personalmente y acreditó al foro primario las gestiones realizas. 

El 23 de octubre de 2019, el señor Avilés Borrero fue emplazado por edicto 

publicado en el periódico El Nuevo Día y notificado por correo certificado 

con acuse de recibo a las últimas direcciones conocidas, el mismo día de la 

publicación del edicto. 

 Posteriormente, BPPR solicitó al TPI la anotación de rebeldía al 

peticionario y que se dictara Sentencia en Rebeldía, toda vez que el señor 

Avilés Borrero había dejado de presentar alegaciones o de cualquier otra 

forma, defenderse el caso. A su solicitud, BPPR acompañó copia de la 

Escritura de Hipoteca, Escritura de Cancelación Parcial y Modificación de 

Hipoteca, el pagaré y una Certificación Registral confirmando la inscripción 

de la hipoteca a ejecutar.  

 El 18 de febrero de 2020, el foro primario dictó Sentencia en Rebeldía 

en contra del señor Avilés Borrero y le condenó a pagar a BPPR la suma de 

$192,641.61, por concepto del principal del préstamo Núm. 0701237000, 

entre otras partidas y ordenó la venta en pública subasta del inmueble 

gravado por la hipoteca que garantiza la deuda contraída por el 
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peticionario. El referido inmueble consta inscrito al Folio 47, del Tomo 1687 

de Caguas, finca 57097, Registro de la Propiedad de Caguas, Primera 

Sección. La sentencia emitida en rebeldía por el TPI fue notificada 

mediante edicto publicado el 27 de febrero de 2020.1 

 El 6 de abril de 2022, más de dos años después de haber sido emitida 

la Sentencia en Rebeldía, BPPR presentó Moción Solicitando Ejecución de 

Sentencia. El 11 de abril de 2022 el foro primario emitió orden y 

mandamiento de ejecución. (Véase Entradas Núm. 23 y 24 de SUMAC).  Así 

las cosas, el 25 de abril de 2022 el Alguacil procedió a señalar las fechas de 

subasta para los días 2, 9 y 16 de junio de 2022, mediante Edicto de Subasta.  

El Edicto de Subasta fue publicado en el periódico El Nuevo Día los días 2 

y 10 de mayo de 2022, según consta en la Declaración Jurada 89789, suscrita 

el 10 de mayo de 2022 por Dinaury Rivera Figueroa, en representación del 

periódico. 

 Asimismo, el 3 de mayo de 2022, fue notificado el Edicto de Subasta 

al señor Avilés Borrero a las direcciones que obran en el expediente de 

BPPR y a la dirección obtenida en la búsqueda en SUMAC y en los 

gravámenes posteriores.2 

 El 23 de mayo de 2022 el peticionario presentó Urgente Moción en 

Solicitud de Cancelación de Subasta y Relevo de Sentencia por Falta de 

Jurisdicción. Allí solicitó la cancelación de la subasta señalada para los días 

2, 9 y 16 de junio de 2022 y que el TPI declarara la nulidad del 

procedimiento y de la Sentencia en Rebeldía, por no habérsele emplazado 

conforme a derecho a su dirección conocida en Texas. El peticionario 

 
1 Véase páginas 77-78 del Apéndice del Certiorari. 
2 Es preciso señalar que la Sentencia en el caso de epígrafe se dictó en rebeldía y se notificó 
mediante edicto publicado a la dirección conocida al momento de emitir dicha Sentencia. 
Contrario a lo alegado por el peticionario, durante el procedimiento no aparece otra 
dirección en récord del señor Avilés Borrero. La dirección informada por el peticionario 
al TPI, en su Moción Urgente de 23 de mayo de 2022, no surge con anterioridad en el 
expediente del caso.  
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argumentó sobre la alegada nulidad del emplazamiento por edictos y alegó 

que el tribunal nunca adquirió jurisdicción sobre su persona por lo que la 

sentencia dictada en rebeldía es nula. En dicha Moción Urgente alegó, 

además, el señor Avilés Borrero que el 14 de mayo 2022 recibió en su 

dirección en el estado de Texas un aviso de subasta del inmueble ubicado 

en la Urbanización Ciudad Jardín Sur de Bairoa #111, Caguas, PR, a 

celebrarse el 2 de junio de 2022.  

 Mediante Resolución emitida y notificada el 27 de mayo de 2022 por 

el foro primario declaró No Ha Lugar la Urgente Moción en Solicitud de 

Cancelación de Subasta y Relevo de Sentencia por Falta de Jurisdicción presentada 

por el peticionario el 23 de mayo de 2022 y le denegó, además, su solicitud 

de cancelación de la subasta señalada para los días 2, 9 y 16 de junio de 2022.  

Inconforme, el señor Avilés Borrero recurre ante nos mediante el 

recurso de epígrafe, al que aneja una Urgente Moción en Solicitud de 

Jurisdicción y señala la comisión del siguiente error por parte del foro 

primario: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DECLARAR NO HA LUGAR EL RELEVO DE SENTENCIA 
POR FALTA DE JURISDICCIÓN Y NO SUSPENDER LA 
SUBASTA. 

 

 En la Urgente Moción en Solicitud de Jurisdicción el peticionario solicita 

la paralización de la subasta pautada para comenzar el 2 de junio de 2022. 

En dicha solicitud el señor Avilés Borrero arguye que no tuvo la 

oportunidad de defenderse o presentar argumentos, toda vez que la 

demanda, el emplazamiento ni la sentencia le fueron notificados a su 

dirección actual en Houston, Texas. 

Evaluado el expediente y conforme permite la Regla 7(B)(5) de 

nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7(b)(5), prescindimos del 

recurso sin trámite adicional.  
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II 

El vehículo procesal de certiorari permite a un tribunal de mayor 

jerarquía a revisar discrecionalmente las órdenes o resoluciones 

interlocutorias emitidas por una corte de inferior instancia judicial.  800 

Ponce de León v. AIG, 205 DPR 163 (2020).  La determinación de expedir o 

denegar este tipo de recursos se encuentra enmarcada dentro de la 

discreción judicial.  Íd.  De ordinario, la discreción consiste en “una forma 

de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a una 

conclusión justiciera”. Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 

723, 729 (2014); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  Empero, 

el ejercicio de la discreción concedida “no implica la potestad de actuar 

arbitrariamente, en una u otra forma, haciendo abstracción del resto del 

derecho.” Íd. 

Para revisar una determinación post sentencia debemos regirnos por 

la Regla 40 de nuestro Reglamento, la cual establece ciertos indicadores a 

tomar en consideración al evaluar si se debe o no expedir un recurso de 

certiorari.  Estos son: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 

en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige una consideración más detenida a 

la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 
de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración.  
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio. 
 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita 
un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  
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Los criterios previamente transcritos pautan el ejercicio sabio y 

prudente de la facultad discrecional judicial. Mun. de Caguas v. JRO 

Construction, 201 DPR 703, 712 (2019).  La delimitación que imponen estas 

disposiciones reglamentarias tiene “como propósito evitar la dilación que 

causaría la revisión judicial de controversias que pueden esperar a ser 

planteadas a través del recurso de apelación.” Scotiabank v. ZAF Corp. et 

al., 202 DPR 478 (2019) págs. 486-487; Mun. de Caguas v. JRO Construction, 

supra. 

III 

Es la contención del peticionario, que incidió el foro primario al 

denegarle su moción de relevo de sentencia y de cancelación de subasta. 

Razona el señor Avilés Borrero que no fue emplazado conforme a derecho 

y que erró el TPI al denegarle su solicitud post sentencia para que declarara 

nulo el emplazamiento por edicto autorizado por el foro 

primario.  Argumenta el peticionario que el TPI no adquirió jurisdicción 

sobre su persona porque el emplazamiento por edicto es nulo toda vez que 

BPPR no le envió copia de la demanda sobre cobro de dinero y ejecución de 

hipoteca a su dirección en Texas. Arguye el peticionario que su dirección 

en Texas es la última dirección conocida. Argumenta, además, que incidió 

el foro primario al no cancelar la subasta pautada para comenzar el 2 de 

junio de 2022.  En esencia, sostiene el señor Avilés Borrero que BPPR 

pretende ejecutar una sentencia que es nula porque no se adquirió 

jurisdicción sobre su persona.  

Previo a atender los planteamientos del peticionario, es menester 

resaltar que, recurriéndose de una determinación interlocutoria emitida con 

posterioridad a la sentencia, el certiorari es el instrumento adecuado para 

recurrir en revisión judicial.  
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 Evaluados los argumentos del peticionario, no nos sentimos 

compelidos a ejercer nuestra función discrecional e intervenir con la 

Resolución recurrida. No encontramos presente algunos de los indicadores 

enumerados en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, para decidir si se 

debe o no expedir el auto de certiorari. Tampoco hallamos que, al decidir la 

cuestión planteada, el TPI haya incurrido con prejuicio, arbitrariedad o 

parcialidad.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, declaramos No Ha Lugar la 

paralización de los procedimientos en el Caso Núm. CG2019CV02647, 

solicitada en la Urgente Moción en Solicitud de Jurisdicción y denegamos el 

auto de Certiorari.  

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


